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Introducción


	María José Bernal Ballesteros,

Arlette Covarrubias Feregrino y

Laura Alicia Camarillo Govea


	A lo largo de la historia, las mujeres han sido consideradas un grupo vulnerable debido a las desigualdades a las que se enfrentan en diversos ámbitos: económicos, legales, sociales, políticos, entre otros. Aunque en los últimos veinte años se ha avanzado hacia la equidad de género, todavía queda un largo camino por recorrer. De acuerdo con la División Estadística de las Naciones Unidas (Unstats, 2015), las mujeres tienen una baja representación en todos los niveles de participación política y en puestos corporativos altos, tales como directores y presidentes ejecutivos. Cuando se considera el trabajo remunerado y no remunerado como las labores domésticas y de cuidado de los hijos, ellas trabajan en promedio más horas que los hombres. Su participación laboral es mucho más baja que la de los hombres y cuando se desempeñan en este ámbito, sus condiciones laborales son más precarias, con un salario más bajo y con menos protección social. Sufren de violencia de género en el hogar, el trabajo, la comunidad y el espacio público. Más de 35% de las mujeres han sido víctima de violencia física o sexual de una pareja íntima o un conocido en algún momento de su vida. Son más vulnerables a ser víctimas de trata de personas y las tasas de feminicidios son altas.


	Con el objeto de promover el respeto a los derechos humanos de las mujeres, instrumentos Internacionales como declaraciones, convenios, conferencias y pactos han decretado el principio de igualdad de derechos entre hombres y mujeres, por ejemplo, la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948); la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer (1952), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1976), etcétera; sin embargo, ninguno ha sido tan amplio como la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (cedaw, por sus siglas en inglés), que se adoptó en 1979. En esta Convención se determinó una agenda con el propósito de eliminar la discriminación en contra de las mujeres. Este instrumento define la discriminación en contra de dicho sector como:


	[...] toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.


	Este instrumento internacional es el más amplio con respecto a los derechos de las mujeres y, además, tiene carácter vinculante para los estados que la han ratificado, entre ellos, México. Los estados parte se comprometen a tomar acciones para eliminar la discriminación de las mujeres, tales como:



		 Consagrar en las constituciones y en cualquier otra legislación apropiada, el principio de igualdad del hombre y la mujer.


		 Adoptar medidas legislativas adecuadas para prohibir toda discriminación en contra de la mujer.


		 Establecer la protección jurídica de los derechos de las mujeres, por conducto de tribunales nacionales competentes.


		 Abstenerse de incurrir en prácticas discriminatorias contra las mujeres y que las legislaciones e instituciones públicas actúen en conformidad con esta obligación.


		 Adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra las mujeres practicada por cualquier persona, empresa u organización, y


		 Derogar todas las disposiciones penales que constituyen discriminación en contra de las mujeres.




	Otro instrumento importante en la agenda internacional a favor de la igualdad de la mujer surgió en 1995, en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing. En esta conferencia se estableció la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, adoptada por 189 países, la cual constituye
	un programa para la igualdad y el empoderamiento de la mujer, se incorporan 12 temáticas a favor de la equidad de las mujeres: pobreza, educación, capacitación, salud, violencia, conflictos armados, ejercicio de poder y toma de decisiones, mecanismos institucionales para el adelanto de las mujeres, derechos humanos, medios de difusión, medio ambiente y la niña. En esta conferencia se consolidaron avances jurídicos para garantizar la igualdad entre hombres y mujeres.


	Por otra parte, en 2000 se celebró, en Nueva York, la Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas. En dicho evento, los líderes de 189 naciones se comprometieron con la Declaración del Milenio, una nueva alianza mundial para lograr prioridades sociales, tales como reducir la pobreza, erradicar el hambre, aumentar el nivel educativo de las personas y alcanzar la equidad de género. Con este efecto, se establecieron los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio (odm) que los países se comprometieron a alcanzar para el 2015. Uno de estos objetivos era lograr la equidad y empoderar a las mujeres. Dado el éxito de los odm, en 2015, con el vencimiento del plazo para cumplir con estos objetivos, los países se comprometieron a cumplir una nueva serie de metas, los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods), con éstos se incorporaron un mayor número de problemáticas sociales, se establecieron 18 objetivos, con más metas e indicadores cada uno. De nueva cuenta, el empoderamiento y la equidad de las mujeres fue uno de los objetivos de los ods.


	A partir de, y en conjunción con esta agenda internacional en pro de la equidad y respeto a los derechos humanos de las mujeres, organismos internacionales, gubernamentales, locales y civiles han impulsado instancias, instrumentos y estrategias para lograr la equidad de género. Cada uno de los capítulos que componen este libro hace una descripción y evaluación crítica de la situación actual que viven las mujeres y el efecto que ha tenido en sus derechos humanos y en su empoderamiento. Debido a que estos esfuerzos son de distinta índole: legales, políticos, económicos, sociales y psicológicos, su valoración se hace a través de distintas disciplinas.


	El sistema interamericano ha impulsado avances importantes en cuestión de derechos humanos de las mujeres a través de sus dos organismos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Dichos organismos han establecido parámetros y estándares que permiten a los Estados y a sus tribunales locales garantizar las libertades y los derechos fundamentales de las mujeres y las niñas que fueron víctimas de algún tipo de discriminación o violación a sus derechos humanos. El estudio “La igualdad y no discriminación de las mujeres. Reflexiones en torno a los casos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”, elaborado por la doctora Bernal Ballesteros y el doctor De Paz, ahonda en los criterios que ha emitido la Corte Interamericana frente a la discriminación y desigualdad de las mujeres.Esta instancia, resuelve los casos en donde se alegan violaciones a los derechos humanos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como en los diversos instrumentos internacionales en la materia. Este tribunal se ha pronunciado al condenar a diversos estados, incluidos el mexicano, por la falta de agentes estatales capacitados en género o de instituciones garantes de estos derechos.


	Por otra parte, en el capítulo “Se puede afirmar el poder transformador de las reparaciones por crímenes internacionales de violencia sexual?”, la doctora Montero hace un análisis de las reparaciones a víctimas femeninas de violencia sexual. El Estado tiene la obligación de reparar a las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y de crímenes internacionales. Estas víctimas tienen derecho a interponer reclamaciones de resarcimiento y reparación ante los tribunales nacionales, y en su caso, ante órganos jurisdiccionales internacionales, dando lugar a las llamadas reparaciones judiciales. Adicionalmente, en contextos en los que ha habido un conflicto armado, una dictadura o una situación de tensión, produciendo así violaciones masivas a los derechos humanos, los Estados deben hacer frente a la obligación de reparar a un gran número de víctimas, razón por la cual pueden crear programas estatales de reparación que comprendan categorías amplias de víctimas. En el capítulo, se analiza en qué medida las reparaciones contribuyen a transformar las relaciones de género que originaron los crímenes sexuales y de género.


	Como se mencionó, tanto los Objetivos de Desarrollo de Milenio (odm) como los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) han tenido un efecto importante en la movilización mundial para mejorar el bienestar de la población, erradicando la pobreza, mejorando el acceso a la educación, la salud y avanzando hacia la equidad de las mujeres. Dicho impacto tiene un efecto directo y positivo en el tema de los derechos humanos de las mujeres. En el capítulo “La equidad de género y el empoderamiento de las mujeres en los Objetivos de Desarrollo Sostenible”, la doctora Covarrubias hace una valoración de los odm y los ods en materia de empoderamiento y equidad de las mujeres; con su investigación invita a reflexionar sobre sus fortalezas y debilidades. Analiza los logros que tuvo México para cumplir las metas de los odm y evalúa los retos que México tiene para cumplir los ods. Finalmente, sostiene que para que haya una verdadera transformación de las relaciones de género y se alcance la equidad y el empoderamiento de las mujeres es necesario que se consideren explícitamente factores culturales, tales como las normas sociales, los roles sociales y los estereotipos de género.


	En cuestión de derechos políticos, a pesar de que hace décadas las mujeres obtuvieron el derecho al voto, todavía no tienen pleno acceso a puestos de poder en el ámbito público. Dicha problemática plantea un obstáculo en el goce efectivo de diversos derechos humanos de las mujeres. En el capítulo“Cuotas de género como acción afirmativa a favor de los derechos de las mujeres”, elaborado por las doctoras Luna Serrano y Camarillo Govea, se expone la figura de las acciones afirmativas a través de las cuotas de género, para contrarrestar la desigualdad que tienen las mujeres para participar y acceder a espacios políticos y de toma de decisiones. Las cuotas de género representan medidas de acción positiva, sustentadas en el supuesto de que existe un desequilibrio que impide una igualdad de oportunidades efectiva entre grupos e individuos. Las autoras analizan el impacto que este mecanismo ha tenido en la representatividad de mujeres como diputadas o senadoras en México y su equivalente en otras partes del mundo. Demuestran que las cuotas de género son una acción afirmativa efectiva para promover la igualdad de las mujeres.


	Asimismo, se analiza el empoderamiento de las mujeres, que ha sido promovido ampliamente por feministas y organizaciones de desarrollo para mejorar el bienestar y el goce efectivo de los derechos humanos de las mujeres.Para lograr el empoderamiento es fundamental ahondar en su significado y los elementos que permiten que las mujeres logren este proceso. En el artículo “Poder y empoderamiento de las mujeres; la necesaria transformación social”, la doctora Covarrubias indaga en los factores que influyen en el empoderamiento de las mujeres, haciendo énfasis en las normas sociales como uno de sus determinantes directos e indirectos. Además, propone una reflexión al respecto de los indicadores que se utilizan para medir y analizar la evolución del empoderamiento de las mujeres.


	Por otra parte, la violencia en contra de la mujer es una violación grave a la dignidad y, por tanto, a los derechos humanos de las mujeres; es además un problema grave de salud pública, por lo que es fundamental encontrar mecanismos para prevenir este problema y atender a las víctimas. En el capítulo “Violencia contra la mujer: implicaciones psicológicas”, la maestra Cervera se enfoca en los aspectos psicológicos para lograrlo. Ahonda en los diversos tipos de violencia en contra de las mujeres en distintos entornos en el contexto mexicano: la pareja, los espacios públicos, el ámbito laboral, e incluso los feminicidios y la trata de mujeres. Analiza los efectos psicológicos que experimentan las mujeres al ser sujeto de estos tipos de violencia y propone algunas intervenciones para apoyar a las víctimas.


	Los capítulos que integran la obra invitan a reflexionar en torno a la situación actual que viven las mujeres en su constante lucha por alcanzar la equidad y el respeto pleno de su dignidad y de sus derechos humanos. A través de este trabajo de investigación se analizan las problemáticas reales en entornos diversos, planteando propuestas y estrategias de solución para lograr el cambio social que permita el empoderamiento de las mujeres.


La igualdad y la no discriminación a las mujeres.

Aportaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos


María José Bernal Ballesteros*

Universidad Autónoma del Estado de México

Isaac de Paz González**

Universidad Autónoma de Baja California, campus Tijuana


Introducción


	Una definición estipulativa1 de los derechos humanos debe comprender a todos los sujetos de la especie humana en igualdad de condiciones; es decir, que cuando se piensa en estos derechos, por naturaleza, debiera suponerse que se encuentran disponibles para todos los entes sin distinciones o categorías excluyentes. La idea de realizar estudios y programas específicos para analizar y promover el goce de los derechos y la inclusión del sexo femenino en todos los ámbitos sociales, conlleva a anticipar, de cierta manera, la reflexión sobre legado de exclusión y discriminación que han sufrido —en carne propia o a través de sus familiares— madres, hijas y esposas. En este sentido, debemos resaltar la exclusión de la mujer en diversos sectores de la vida y las constantes vulneracio y la economía de los Estados americanos es un punto de referencia e incidencia en la existencia de estos grupos en riesgo, también lo es que hasta los países más desarrollados cuentan con minorías que, de una u otra forma, han sido discriminados o vulnerados, y que, por tanto, requieren de mecanismos especiales para su protección.2


	Dentro de las colectividades que históricamente han sido limitadas en el ejercicio de sus derechos y libertades se encuentran las mujeres, las niñas y las adolescentes. Las limitaciones o afectaciones a sus derechos fundamentales responden a diversos factores dependiendo de su contexto. El grado de discriminación o vulneración será distinto en una mujer migrante que en una reclusa o interna, y así sucesivamente. Desde este enfoque, se puede advertir que son muchos los escenarios desde donde la mujer puede convertirse en una persona vulnerable: podemos hablar de las refugiadas y migrantes, las indígenas, las mujeres en el ámbito laboral, las privadas de su libertad, y de otras situaciones concretas que ponen en desventaja o riesgo a este sector de la población como la falta de inclusión, la violencia física, económica y doméstica, la discriminación, la asignación de roles y oportunidades, entre otras. En el presente trabajo de investigación se aborda de una manera general está problemática social, es decir, se plantea la discriminación y la desigualdad de las mujeres como una situación generalizada y, de manera particular, se analizan los criterios que al respecto ha emitido la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh).


	Las mujeres, grupo en situación de vulnerabilidad


	La vulnerabilidad es un término multifactorial que puede ser definido como la exposición a riesgos que conducen a un nivel socialmente inaceptable de bienestar (Hoogeveen et al, 2005). En el análisis de la vulnerabilidad destacan dos aspectos primordiales: la exposición al riesgo y la capacidad de darle respuesta. La exposición de las personas a riesgos varía en función de su grupo social, sexo, origen étnico u otra identidad, edad y otros factores. Por otra parte, la capacidad puede describirse como los recursos de los cuales dispone una persona o colectivo para hacer frente a una amenaza o riesgo, o bien, para resistir a los efectos de un peligro.


	La vulnerabilidad conlleva un conjunto de factores económicos, políticos y socioculturales que, ligados a su identidad e historia, colocan a las personas y colectivos en una situación de riesgo. Además de estas conductas materiales, la vulnerabilidad es producto de una construcción social generada a partir de desigualdades sociales, conductas discriminatorias, asignación de estereotipos, falta de oportunidades de empoderamiento y de acceso a la protección social.


	De acuerdo con Lara-Espinosa (2013: 24-25), las personas no son por sí mismas “vulnerables, débiles o indefensas”, sino que, por una condición particular se enfrentan a un entorno que restringe o impide el desarrollo de uno o varios aspectos de su vida, quedando sujetas a una situación de vulnerabilidad y, por tanto, a un mayor riesgo de ver sus derechos y libertades fundamentales afectados; es decir, que al no ser una condición innata del ser humano se puede considerar como una condición tratable o prevenible, la cual puede ser subsanada en tanto se eliminen aquellos factores externos, sociales o culturales que limitan las posibilidades de las personas o colectivos para responder ante una situación de riesgo.


	Cuando se estudia y analiza una colectividad enfocándose en los puntos que la convierten en vulnerable es necesario tomar en consideración distintos aspectos que varían en cada caso; esto es, que el elemento determinante que hace vulnerable a una persona o colectivo puede no serlo para otro. Las personas podrían estar en riesgo por distintas razones como conflictos internacionales o nacionales, la situación económica, la falta de oportunidades laborales, la exclusión social o los riesgos naturales, por la asignación de estereotipos, entre otros (Sánchez-González y Egea, 2011).


	La situación económica, por ejemplo, es un factor determinante en muchos casos, pues la pobreza es un elemento que suele exponer un riesgo eminente a los grupos o las personas; según plantean Cafiero y Vakis (2006: 7), “una persona es pobre precisamente porque no posee suficientes recursos para asegurarse contra todos los riesgos cuyas posibles consecuencias se juzgan como socialmente intolerables”; de ahí que exista una relación estrecha entre pobreza y vulnerabilidad.


	La cultura y la desigualdad social son factores importantes en el surgimiento de los grupos que se encuentran en situación de vulnerabilidad. Los estigmas y estereotipos que genera una sociedad repercuten directamente en el trato y en las oportunidades que se les brinda a las personas. La vulnerabilidad es entonces, al menos en parte, producida socialmente en la medida en que cualquier dificultad personal es magnificada al colocar a algunas personas en riesgo adicional (Brown, 2004).


	Existen diversas personas, grupos y comunidades que son catalogadas en situación de vulnerabilidad; la comunidad internacional reconoce que en estos grupos se encuentran las mujeres, las personas con discapacidad, los migrantes, las minorías, las niñas,3 los niños y los jóvenes, los adultos mayores, así como las personas en situación de pobreza. Cabe señalar que el relator especial de las Naciones Unidas suma a las personas lesbianas, gays, bisexuales y transgénero, periodistas y defensores de los derechos humanos, así como las personas privadas de libertad (oacdh, 2014).4 Cada uno de estos grupos presenta ciertas particularidades que, tomando en consideración su contexto social, económico, político y cultural, presentan más posibilidades de sufrir un menoscabo en la esfera de sus derechos y libertades.


	La suma de esfuerzos para situar a las mujeres en un nivel no mejor, sino equitativo frente a los hombres, debe incluir acciones concretas como políticas públicas, regulaciones normativas y cambios de fondo — aunque la participación política de la mujer no necesariamente se traduce en una mejora permanente —.5Pero de igual manera debe incluir estrategias de fomento a la cultura de respeto a los derechos humanos y de no discriminación, ya que la prevención es fundamental para erradicar los actos que ponen en riesgo a las niñas, las adolescentes y las mujeres en todos los ámbitos de la vida.


	Desde la Corte idh se han impulsado cambios normativos en las legislaciones domésticas de los estados miembros de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, con una perspectiva que encaja en el constitucionalismo social y la justiciabilidad de los derechos (De Paz González, 2016) de vivienda, salud, educación y no discriminación. La Corte ha tratado asuntos relacionados con la pobreza, la discriminación multisectorial y la vulnerabilidad, los cuales han sido temas gravitantes del derecho a la salud, tales como los casos Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador,  resuelto en 2015 y en I.V vs. Bolivia (2016). En Gonzales Lluy se afirmó que “en efecto, la pobreza impactó en el acceso inicial a una atención en salud que no fue de calidad y que, por el contrario, generó el contagio con vih. La situación de pobreza impactó también en las dificultades para encontrar un mejor acceso al sistema educativo y tener una vivienda”(Corte idh, 2015a, párr. 290). Este pronunciamiento es de suma importancia, pues la Corte no había sido tan contundente en este punto. Así, desde una perspectiva conceptual, de inicio, la Corte idh comenzó a entablar una conexión entre pobreza, derecho y vulnerabilidad humana, lo cual es imprescindible si queremos lograr la inclusión de la mujer sin limitaciones políticas o jurídicas.


	Igualdad y equidad de género


	La equidad difiere de la igualdad en la amplitud del concepto. La equidad supone un principio de justicia y equilibrio social, mientras que la igualdad se refiere a situaciones idénticas, indistintamente del contexto, es decir, la igualdad jurídica por sí misma no genera igualdad social; por el contrario, dar trato igualitario a personas socialmente desiguales genera mayor desigualdad.


	La Corte idh ha buscado la inclusión de las mujeres como víctimas y acreedoras de la reparación de los derechos humanos que, tanto a ellas como a sus familiares, los Estados les han coartado. En este proceso, la Corte ha visibilizado y potencializado el papel de la mujer en ambas esferas: la litigiosa y la del activismo de los derechos humanos. Con ello sin duda ha contribuido a la democratización y el empoderamiento de la mujer en contextos de autoritarismo latinoamericano. Por ejemplo, en el caso de Selvas Gómez y otras vs. México (actualmente a la espera de sentencia), las mujeres que sufrieron la agresión sexual tumultuaria fueron incluso criminalizadas por las autoridades nacionales, pero acudieron al sistema interamericano y éste les ha servido para recuperar su integridad como personas y reivindicar la importancia del acceso a la justicia, la transparencia y la creación de mecanismos efectivos de protección a sus derechos.


	Entre las aportaciones más importantes de la equidad y el acceso a la justicia de las mujeres, el sistema interamericano ha mantenido este interés en sus líneas de informes temáticos sobre las mujeres indígenas, el racismo, el sexismo y la pobreza, los cuales se refieren a las desigualdades estructurales e institucionales, así como las violaciones a los de derechos humanos relacionadas con sus territorios y los recursos naturales que exacerban el riesgo de las mujeres indígenas. (cidh, 2017: 11).


	
Los estereotipos como una causa de discriminación
contra las mujeres



	Como un primer enfoque conceptual, el Comité de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas (oea) ha referido que la discriminación debe ser entendida como la exclusión, restricción o preferencia — que se base en razones como raza, sexo, lenguaje, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento, o cualquier otra condición social— y que tiene el propósito o el efecto de nulificar o desequilibrar el reconocimiento, disfrute o ejercicio, para todas las personas, en igualdad de circunstancias, de todos los derechos y libertades (onu, 1989, párrs. 7 al 13).


	Estereotipar constituye un proceso mental normal e indispensable que permite organizar y categorizar la información recibida con la finalidad de simplificar el entendimiento; sin embargo, esta actividad cognitiva se convierte en un problema cuando opera para generar una restricción o negación de los derechos humanos de una persona, o bien, cuando implique la jerarquización entre grupos sociales como lo advierten la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Coordinación General del Programa de Equidad de Género (scjn-cgpeg, 2010). Al respecto, desde las Naciones Unidas se determinó que los roles asignados y las desigualdades en las relaciones de poder sitúan a la mujer en una desventaja respecto de los hombres.6


	Si bien los estereotipos afectan tanto a los hombres como a las mujeres, tiene un mayor efecto negativo sobre ellas, pues históricamente la sociedad les ha asignado roles secundarios, socialmente menos valorados y jerárquicamente inferiores (unam-onumujeres, 2016). Según la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn-cepeg, 2010), los estereotipos de género están relacionados con las características sociales y culturalmente asignadas a hombres y mujeres, a partir de las diferencias físicas basadas en su sexo. En este punto, por ejemplo, los avances en el sistema interamericano han resaltado la importancia de evitar los estereotipos. La cidh ha mencionado que:



	la violencia, los prejuicios y la discriminación prevalentes en la sociedad en general y al interior de la familia, disminuyen las posibilidades de las mujeres trans de acceder a educación, servicios de salud, albergues seguros y al mercado laboral formal. En consecuencia, la falta de vivienda y la exclusión de la educación y del mercado laboral formal, vuelve a las personas trans más susceptibles de ser sometidas a diversas formas de violencia (cidh, 2015: 15).


	Es importante aclarar que no todos los estereotipos causan una afectación a los derechos humanos: mientras que vestir de rosa a las niñas recién nacidas puede ser jurídicamente irrelevante, negarles el acceso a un trabajo por estar embarazadas resulta un acto discriminatorio. De acuerdo con lo anterior, se ha determinado que un estereotipo será violatorio de derechos humanos cuando: a) niegue un derecho o beneficio;  b)  imponga una carga y vulnere la dignidad de la persona o la margine (scjn-cgpeg, 2010). Así, cuando las leyes, las políticas públicas y las decisiones judiciales o no jurisdiccionales avalen, reproduzcan o consoliden estereotipos que atiendan a alguno de los supuestos antes mencionados, estarán generando un acto discriminatorio y violentando el mandato constitucional y de convencionalidad que obliga a garantizar el derecho a la igualdad (scjn, 2015).


	El derecho internacional insiste en la necesidad de que el accionar del Estado se encuentre libre de estereotipos. Al respecto, el artículo 5 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (cedaw, por sus siglas en inglés) refiere que los Estados parte deberán: 



Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres (Asamblea General de las Naciones Unidas, 1979).


	Por su parte, el artículo 8 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belém do Pará” (oea, 1994) a la letra señala que:



	Los Estados Parte convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: […] modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan [sic] o exacerban la violencia contra la mujer.


	De tal modo que es posible afirmar que “para determinar la objetividad de un acto, es necesario analizar si se basó en concepciones estereotípicas de lo que son y cómo deben comportarse las personas a partir de su sexo, su género, preferencia u orientación sexual, las cuales son categorías sospechosas” (scjn, 2015: 56). Bajo esta premisa se puede entender que estarán legitimados los tratos diferenciados siempre y cuando no estén justificados en estereotipos que impongan una carga basada en una idea de inferioridad respecto de alguno de los sexos.


	La inclusión sin estereotipos requiere de actos, proyectos y políticas públicas con perspectiva de género que atiendan a las necesidades de la sociedad de manera incluyente. Para ello, se ha establecido la denominada acción afirmativa,7 con la cual se pretende acelerar el camino a la igualdad de las mujeres, mediante el ejercicio de un trato preferente en el acceso a recursos, bienes y servicios, encaminado a mejorar su calidad de vida y a reconocer su papel e importancia en la sociedad.



	
Los derechos de la mujer desde la perspectiva de
la Corte Interamericana de Derechos Humanos



	El sistema interamericano8 ha sido ejemplo de importantes y trascendentes avances normativos en materia de los derechos humanos de las mujeres, mediante sus dos grandes organismos — la Comisión Interamericana de Derechos Humanos9y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (a través de sus sentencias) —se han fijado estándares y parámetros que permiten a los Estados y a sus tribunales locales garantizar las libertades y los derechos fundamentales a las niñas y a las mujeres que fueron víctimas de algún tipo de discriminación o violación a sus derechos humanos.


	Aun cuando el análisis de este trabajo se centra en los casos sometidos a la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en virtud de los cuales se han emitido lineamientos específicos respecto a los derechos humanos de las mujeres, es importante destacar que la Comisión Interamericana también ha conocido de asuntos en esta materia. Uno de los más destacados, por ejemplo, el Informe 4/01 del Caso de María Eugenia Morales de Sierra en el que la comisión estableció que la legislación doméstica favorecía estereotipos de género.10


	La intención del análisis de casos de la Corte Interamericana es que a través de éstos se puedan entender el contexto y los elementos de los estándares que a través del tiempo se han logrado implementar en beneficio de las mujeres que han sido víctimas de la trasgresión en la esfera de sus derechos fundamentales. Por razones de espacio, no nos enfocamos en el estudio de los casos específicamente de la competencia de la Comisión Interamericana y sólo nos referiremos a los casos de la Corte Interamericana en donde se han ventilado asuntos de violaciones a los derechos humanos de las mujeres por cuestión de violencia de género y estereotipos; así como de actos de discriminación basados en el género, entre algunas otras acciones u omisiones que afectaron a niñas, adolescentes y mujeres de diversos países, miembros del Pacto de San José.


	
Caso del Penal Miguel Castro Castro  vs. Perú, 2006



	Este es el primer caso donde la Corte aplica la perspectiva de género, pues dentro del universo de los afectados, analiza especialmente la situación de las víctimas mujeres y particularmente de las internas embarazadas.


	El caso se refiere a las ejecuciones extrajudiciales ocurridas en Perú durante el traslado de prisioneras del centro penitenciario “Miguel Castro Castro”11 a la cárcel de máxima seguridad de mujeres en Chorrillos, que causó la muerte de al menos 42 internos y de un alto número de personas que fueron sometidos a tratos crueles, inhumanos y degradantes. El operativo conocido como “Operativo Mudanza 1” tuvo lugar del 6 al 9 de mayo de 1992, en el pabellón 1A del centro penitenciario que era destinado a las mujeres. Durante este evento, se emplearon armas y gases; las internas fueron expuestas a acciones de violencia sexual como “insultos con connotaciones sexuales, desnudo forzado, golpes en los senos, entre las piernas y glúteos, golpes a mujeres embarazadas en el vientre y otros actos humillantes y dañinos que fueron una forma de agresión sexual”(Corte idh, 2006: párr. 260).


	La desnudez forzada que se dio en el caso concreto fue especialmente grave para las seis mujeres que la padecieron, dado que no sólo fueron víctimas de un trato violatorio a su dignidad personal, sino también de violencia sexual. Al respecto, la Corte entiende que hay violencia sexual cuando se realizan acciones de naturaleza sexual a una persona sin su consentimiento, que además de comprender la invasión física del cuerpo humano, puede incluir actos que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno.


	Durante este operativo las reclusas y las internas embarazadas12 fueron colocadas boca abajo en el suelo del penal por instrucciones de los agentes estatales, quienes no tuvieron ninguna consideración por su particular estado de salud, poniendo en riesgo su vida y la de los productos de gestación.


	Otros sucesos a los que se enfrentaron las internas se enfocaron en recibir maltratos físicos y psicológicos; no tener acceso a ningún tipo de medio de comunicación (televisión, radio o periódicos); no recibir artículos de aseo personal, ropa y comida suficiente; así como no interactuar entre ellas.


	Por otro lado, respecto al tratamiento que deben recibir las mujeres detenidas o arrestadas, el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado que “no deben sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas las formas de violencia o explotación” (Corte idh, 2015: 5); y además que las mujeres embarazadas deben contar con procedimientos especiales para su detención.


	Después de analizar los incidentes del presente caso, la Corte Interamericana tomó en cuenta que las mujeres fueron afectadas por los actos violentos de forma distinta a los hombres, ya que algunos actos se realizaron únicamente en contra de ellas. Por lo anterior, la Corte valoró que las condiciones de detención y de tratamiento a las que estuvieron expuestos los internos en los centros penales, donde se les trasladó al Operativo Mudanza 1, constituyeron “tortura física y psicológica infligida a todos ellos, con violación de los artículos 5.2 de la Convención Americana, y 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura” (2006: párr. 333).


	
Caso González y otras (“Campo Algodonero”)  vs. 
México, 2009



	El contexto en el que ocurrieron estos hechos resultó trascendental para la Corte, ya que las muertes de estas mujeres no fueron hechos aislados sino producto de una ola de violencia en contra de las mujeres de Ciudad Juárez, cuya raíz se ubica en una cultura de discriminación en contra de este sector de la población (Corte idh, 2009: párr. 129). Al respecto, la Corte entendió que la carencia de políticas generales para atender este problema de violencia suponía una falta del Estado a su deber de prevención.
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